
LEY 1437 DE 2011 
(Enero 18) 

 
Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
DECRETA: 

 
Artículo 5°. Derechos de las personas ante las autoridades. En sus relaciones con las 
autoridades toda persona tiene derecho a:  
  
1. Presentar peticiones en cualquiera de sus modalidades, verbalmente, o por escrito, o 
por cualquier otro medio idóneo y sin necesidad de apoderado, así como a obtener 
información y orientación acerca de los requisitos que las disposiciones vigentes exija 
para tal efecto.  
  
Las anteriores actuaciones podrán ser adelantadas o promovidas por cualquier medio 
tecnológico o electrónico disponible en la entidad, aún por fuera de las horas de atención 
al público.  
  
2. Conocer, salvo expresa reserva legal, el estado de cualquier actuación o trámite y 
obtener copias, a su costa, de los respectivos documentos.  
  
3. Salvo reserva legal, obtener información que repose en los registros y archivos públicos 
en los términos previstos por la Constitución y las leyes.  
  
4. Obtener respuesta oportuna y eficaz a sus peticiones en los plazos establecido para el 
efecto.  
  
5. Ser tratado con el respeto y la consideración debida a la dignidad de la persona 
humana.  
 
6. Recibir atención especial y preferente si se trata de personas en situación de 
discapacidad, niños, niñas, adolescentes, mujeres gestantes o adultos mayores, y en 
general de personas en estado de indefensión o de, debilidad manifiesta de conformidad 
con el artículo 13 de la Constitución Política.  
  
7. Exigir el cumplimiento de las responsabilidades de los servidores públicos y de tos 
particulares que cumplan funciones administrativas.  
 
8. A formular alegaciones y aportar documentos u otros elementos de prueba en cualquier 
actuación administrativa en la cual tenga interés, a que dichos documentos sean 
valorados y tenidos en cuenta por las autoridades al momento de decidir y a que éstas le 
informen al interviniente cuál ha sido el resultado de su participación en el procedimiento 
correspondiente.  
 
9. Cualquier otro que le reconozca la Constitución y las leyes.  
 
 
Artículo 8. Deber de información al público. Las autoridades deberán mantener a 
disposición de toda persona información completa y actualizada, en el sitio de atención y 
en la página electrónica, y suministrarla a través de los medios impresos y electrónicos de 
que disponga, y por medio telefónico o por correo, sobre los siguientes aspectos:   
 
1. Las normas básicas que determinan su competencia. 
2. Las funciones de sus distintas dependencias y los servicios que prestan. 
3. Las regulaciones, procedimientos, trámites y términos a que están sujetas las 
actuaciones de los particulares frente al respectivo organismo o entidad.  
4. Los actos administrativos de carácter general que expidan y los documentos de interés 
público relativos a cada uno de ellos.  
5. Los documentos que deben ser suministrados por las personas según la actuación de 
que se trate.  
6. Las dependencias responsables según la actuación, su localización, horarios de trabajo 
y demás indicaciones que sean necesarias para que toda persona pueda cumplir sus 
obligaciones o ejercer sus derechos.  
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7. La dependencia, y el cargo o nombre del servidor a quien debe dirigirse en caso de una 
queja o reclamo.  
8. Los proyectos específicos de regulación y la información en que se fundamenten, con 
el objeto de recibir opiniones, sugerencias o propuestas alternativas. Para el efecto, 
deberán señalar el plazo dentro del cual se podrán presentar observaciones, de las cuales 
se dejará registro público. En todo caso la autoridad adoptará autónomamente la decisión 
que a su juicio sirva mejor el interés general.  
  
Parágrafo. Para obtener estas informaciones en ningún caso se requerirá la presencia del 
interesado. 
 
Artículo 13. Declarado INEXEQUIBLE, con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre 
de 2014* Toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas a las 
autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o 
particular, y a obtener pronta resolución. 
 
Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del 
derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea 
necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar el 
reconocimiento de un derecho o que se resuelva una situación jurídica, que se le preste 
un servicio, pedir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, 
formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos. 
 
El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de 
representación a través de abogado. 
 
Artículo 24. (*Declarado INEXEQUIBLE, con efectos diferidos hasta el 31 de 
diciembre de 2014*) Sólo tendrán carácter reservado las informaciones y documentos 
expresamente sometidos a reserva por la Constitución o la ley, y en especial: 
 
1. Los protegidos por el secreto comercial o industrial. 
2. Los relacionados con la defensa o seguridad nacionales. 
3. Los amparados por el secreto profesional. 
4. Los que involucren derechos a la privacidad e intimidad de las personas, incluidas en 
las hojas de vida, la historia laboral y los expedientes pensiónales y demás registros de 
personal que obren en los archivos de las instituciones públicas o privadas, así como la 
historia clínica, salvo que sean solicitados por los propios interesados o por sus 
apoderados con facultad expresa para acceder a esa información. 
5. Los relativos a las condiciones financieras de las operaciones de crédito público y 
tesorería que realice la Nación, así como a los estudios técnicos de valoración de los 
activos de la Nación. Estos documentos e informaciones estarán sometidos a reserva por 
un término de seis (6) meses contados a partir de la realización de la respectiva 
operación. 
 
Artículo 36. Formación y examen de expedientes. Los documentos y diligencias 
relacionados con una misma actuación se organizarán en un solo expediente, al cual se 
acumularán, con el fin de evitar decisiones contradictorias, de oficio o a petición de 
interesado, cualesquiera otros que se tramiten ante la misma autoridad. 
 
Si las actuaciones se tramitaren ante distintas autoridades, la acumulación se hará en la 
entidad u organismo donde se realizó la primera actuación. Si alguna, de ellas se opone a 
la acumulación, podrá acudirse, sin más trámite, al mecanismo de definición de 
competencias administrativas.  
 
Con los documentos que por mandato de la Constitución Política o de la ley tengan el 
carácter de reservados y obren dentro de un expediente, se hará cuaderno separado.  
 
Cualquier persona tendrá derecho a examinar los expedientes en el estado en que se 
encuentren, salvo los documentos o cuadernos sujetos a reserva y al obtener copias y 
certificaciones sobre los mismos, las cuales se entregarán en los plazos señalados en el 
artículo 14.  
 
Artículo 112. Integración y funciones de la Sala de Consulta y Servicio Civil. La Sala 
de Consulta y Servicio Civil estará integrada por cuatro (4); Magistrados. Sus miembros 
no tomarán parte en el ejercicio de las funciones jurisdiccionales.  
 
Los conceptos de la Sala no serán vinculantes, salvo que la ley disponga lo contrario. 
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La Sala de Consulta y Servicio Civil tendrá las siguientes atribuciones:  
  
1. Absolver las consultas generales o particulares que le formule el Gobierno Nacional, a 
través de sus Ministros y Directores de Departamento Administrativo. 
 
2. Revisar o preparar a petición del Gobierno Nacional proyectos de ley y de códigos. El 
proyecto se entregará al Gobierno por conducto del Ministro o Director del Departamento 
Administrativo correspondiente, para su presentación a la consideración del Congreso de 
la República.  
 
3. Preparar a petición de la Sala Plena del Consejo de Estado o por iniciativa propia 
proyectos de acto legislativo y de ley.  
 
4. Revisar a petición del Gobierno los proyectos de compilaciones de normas elaborados 
por éste para efectos de su divulgación.  
 
5. Realizar los estudios que sobre temas de interés para la Administración ir Pública la 
Sala estime necesarios para proponer reformas normativas.  
 
6. Conceptuar sobre los contratos que se proyecte celebrar con empresas privadas 
colombianas escogidas por concurso público de méritos para efectuar el control fiscal de 
la gestión administrativa nacional, de conformidad con lo previsto en el artículo 267 de la 
Constitución Política.  
 
7. Emitir concepto a petición del Gobierno Nacional, en relación con las controversias que 
se presenten entre entidades del nivel nacional o entre éstas y entidades del nivel 
territorial, con el fin de precaver un eventual litigio.  
  
8. Verificar, de conformidad con el Código Electoral, si cada candidato a la Presidencia de 
la República reúne o no los requisitos constitucionales y expedir la correspondiente 
certificación.  
 
9. Ejercer control previo de legalidad de los Convenios de Derecho Público Interno con las 
Iglesias, Confesiones y Denominaciones Religiosas, sus Federaciones y 
Confederaciones, de conformidad con lo dispuesto en la ley. 
 
10. Resolver los conflictos de competencias administrativas entre organismos del orden 
nacional o entre tales organismos y una entidad territorial o descentralizada, o entre 
cualesquiera de éstas cuando no estén comprendidas en la Jurisdicción territorial de un 
solo tribunal administrativo.  
 
11. Presentar anualmente un informe público de labores. 
 
12. Ejercer las demás funciones que le prescriban la Constitución y la ley.  
  
Parágrafo primero. Los conceptos de la Sala de Consulta y Servicio Civil estarán 
amparados por reserva legal de seis (6) meses. Ésta podrá ser prorrogada hasta por 
cuatro (4) años por el Gobierno Nacional. Si transcurridos los seis (6) meses a los 
que se refiere este parágrafo el Gobierno Nacional no se ha pronunciado en ningún 
sentido, automáticamente se levantará la reserva.   
 
En todo caso, el Gobierno Nacional podrá levantar la reserva en cualquier tiempo.   
  
Parágrafo segundo. A invitación de la Sala, los ministros, los jefes de f departamento 
administrativo, y los funcionarios que unos y otros requieran, podrán concurrir a las 
deliberaciones del Consejo de Estado cuando éste haya de ejercer su función consultiva, 
pero la votación de los Magistrados se hará una vez que todos se hayan retirado. La Sala 
realizará las audiencias y requerirá las informaciones y documentación que considere 
necesarias para el ejercicio de sus funciones.  
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